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A.
ANTECEDENTES

1. En el programa de trabajo de la presente sesión del Comité Asesor sobre Observancia (ACE) se incluye un “análisis de iniciativas, métodos alternativos y otras soluciones posibles desde el punto de vista socioeconómico a los fines de hacer frente a la problemática de la piratería y la falsificación”.  En el presente documento se analizan mecanismos voluntarios, incluida la solución extrajudicial de controversias, que tienen por objeto hacer frente a los retos que suponen la falsificación y la piratería.  A los efectos de este documento, por "mecanismos" se entiende todo procedimiento destinado a resolver una controversia relacionada con un derecho de propiedad intelectual (P.I.), al tiempo que se considera que un mecanismo es "voluntario" cuando su existencia no sea impuesta por ley (si bien sí puede estar motivada en una ley).  En el presente documento se examinan varios mecanismos voluntarios, incluidos los de solución extrajudicial de controversias, a los que recurren tanto las plataformas de Internet como las asociaciones público-privadas para hacer frente a la problemática de la falsificación y la piratería.  Se analizan las características de esos mecanismos y se ofrecen reflexiones acerca de las posibles iniciativas en ese ámbito.

2. En el presente documento se analizan y comparan 16 mecanismos voluntarios adoptados por 10 empresas diferentes para cubrir una amplia gama de plataformas, sectores de actividad y derechos de P.I., a saber:  1) La política de Google de marcas comerciales para Adwords y Adsense;  2) La política de Google de productos falsificados para Adwords;  3) La política de Google de derecho de autor para AdWords;  4) La política de Google sobre cómo retirar contenido de Google;  5) El  Memorando de entendimiento entre varios titulares de derechos de P.I.  (propietarios de marcas, en su gran mayoría) y proveedores de servicios de Internet, situados en los Estados Unidos (“Memorando de entendimiento de los Estados Unidos”);  6) La política de Facebook acerca de la propiedad intelectual;  7) El Memorando de entendimiento entre varios titulares de derechos de P.I. situados en la UE (propietarios de marcas, en su gran mayoría) (“Memorando de entendimiento de la UE”);  8) La Política de Twitter relativa a los derechos de autor y el Digital Millenium Copyright Act (DMCA);  9) La Política de Twitter sobre marcas registradas;  10) La Política de Twitter sobre información privada que haya sido publicada en Twitter;  11) La Política de Twitter sobre usurpación de identidad;  12) La Resolución de la Ligue internationale du droit de la concurrence (LIDC) relativa a la responsabilidad de los intermediarios en Internet;  13) El programa VeRO de eBay de derechos verificados de propiedad intelectual;  14) Las prácticas óptimas de la INTA para la adopción voluntaria de medidas tendentes a resolver la cuestión de las ventas de mercancías falsificadas en Internet;  15) La Política “Aliprotect” de Alibaba;  16) La Política de Second Life relativa a la DMCA.

B.
ANÁLISIS DE LOS MECANISMOS VOLUNTARIOS

3. Cada uno de los mecanismos voluntarios enumerados en el párrafo precedente es analizado en función de los siguientes factores: 

i.
Nivel al que se aplica el mecanismo:  ¿a qué nivel económico se aplica el mecanismo?

ii.
Forma:  ¿de qué forma se describe el mecanismo?

iii.
Plataforma:  ¿a qué tipo de plataforma comercial se aplica el mecanismo?

iv.
Derechos:  ¿a qué tipo de derechos se aplica el mecanismo?

v.
Requisitos que han de cumplirse para solicitar medidas correctivas:  ¿qué debe probar un titular de derechos para obtener reparación en el marco del mecanismo?


vi.
Medidas correctivas:  ¿qué reparación o solución se prevé en el mecanismo?


vii.
Procedimientos para la adopción de decisiones:  ¿quién dicta la decisión y de qué manera es adoptada en el marco del mecanismo?


viii.
Apelación:  ¿Se prevén en el mecanismo vías de apelación para la impugnación de una decisión?


ix.
Transparencia:  ¿se publican los resultados de los mecanismos?


x.
Objetivo:  ¿con qué finalidad se adoptó el mecanismo?

i.
Niveles de aplicación
4. Del presente análisis se desprende que los mecanismos voluntarios se aplican a tres niveles económicos diferentes - a nivel de empresa, a nivel de un sector específico de actividad, y a nivel de varios sectores de actividad.  Lógicamente, los mecanismos de Google, Facebook, Twitter, eBay, Alibaba, y Second Life sólo se aplican a las transacciones correspondientes a dichas empresas en particular.  Por el contrario, tanto el Memorando de entendimiento de los Estados Unidos como el de la UE se aplican a varias empresas de un sector específico de actividad:  a los proveedores de servicios de Internet, y a proveedores de servicios comerciales por Internet, respectivamente.  La Resolución de la LIDC y las prácticas óptimas de la INTA tienen un ámbito de aplicación incluso más amplio, y comprenden intermediarios por Internet de toda una gama de sectores de actividad.

ii.
Formas

5. Todos los mecanismos a nivel de empresa se exponen en términos prácticos, es decir, que se describen como un mecanismo que la empresa aplica de manera efectiva.  En lo que atañe a los mecanismos a nivel de un sector específico de actividad, el Memorando de entendimiento de los Estados Unidos también se presenta en términos prácticos, mientras que el Memorando de entendimiento de la UE, la Resolución de la LIDC y las prácticas óptimas de la INTA adoptan la forma de directrices de ‘prácticas óptimas’.

iii.
Plataformas

6. Los mecanismos voluntarios comprenden una gran variedad de plataformas diferentes:  conexión a Internet y/o distribución de servicios de Internet (Memorando de entendimiento de los Estados Unidos, LIDC);  sitios de búsqueda (Google, INTA);  sitios de redes sociales (Facebook, Twitter), entornos de juego (Second Life), sitios de venta en línea (Memorando de entendimiento de la UE, eBay, Alibaba, LIDC, INTA);  servicios de pago (INTA).

iv.
Derechos

7. Los derechos que pueden ser objeto de los mecanismos voluntarios son muy variados;  abarcan todos los derechos de “P.I. tradicionales", es decir, las marcas registradas y las no registradas, los derechos de autor, los diseños industriales y las patentes.  Algunos de los mecanismos voluntarios (Facebook, Twitter) trascienden la esfera de los derechos de P.I. tradicionales y también se aplican a reclamaciones relativas a 'derechos conexos', como por ejemplo, la violación del derecho a la privacidad y la usurpación de identidad.  Cabe señalar que las cuestiones relacionadas con los derechos conexos solamente son procedentes en el marco de los mecanismos voluntarios previstos a nivel de empresa, puesto que ninguno de los mecanismos voluntarios aplicados a sectores de actividad se ocupa de controversias relacionadas con tales derechos.
8. En muchos de los mecanismos voluntarios se hace referencia concreta a los términos “falsificado/falsificación” y “pirateado/piratería” en relación con los derechos de P.I. a los que se aplican.  Del contexto se deduce que esos términos se utilizan de manera imprecisa, como sinónimo de infracción de los derechos de marca al fabricar o distribuir productos no genuinos respecto de los que se ha aplicado la marca y como sinónimo de violación del derecho de autor al fabricar o distribuir reproducciones (copias) exactas no autorizadas de obras protegidas por derecho de autor, respectivamente (en contraposición a las definiciones del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la Organización Mundial del Comercio).  Aun cuando no se hace referencia concreta a esos términos, en la mayoría de los casos el mecanismo abarca las violaciones de derechos de P.I. de ese tipo puesto que sus disposiciones sobre infracción de los derechos de marca o violación del derecho de autor son lo suficientemente amplias.  En ambos casos, no existen diferencias notorias en la manera en que el mecanismo trata, por una parte, las violaciones de derechos de P.I. que constituyen “falsificación” o “piratería” y, por otra, las que constituyen otra forma de infracción de los derechos de marca o violación del derecho de autor. 
v.
Requisitos que han de cumplirse para solicitar medidas correctivas
9. En el presente análisis se pone de manifiesto que los requisitos que han de cumplirse para solicitar medidas correctivas son en gran medida similares a los que se exigen en relación con las supuestas infracciones de derechos de P.I. tradicionales, independientemente del nivel económico al que se aplique el mecanismo de que se trate. 
10. Cuando se solicita la aplicación de una medida correctiva respecto de la presunta infracción de derechos de P.I. tradicionales mediante un mecanismo voluntario a nivel de empresa, el demandante normalmente deberá proporcionar los siguientes elementos, independientemente de que la infracción guarde relación con una patente, una marca registrada, una marca no registrada, un diseño registrado, o derechos de autor:  i) información de contacto completa del demandante;  ii) el objeto protegido mediante la patente, la marca, el diseño industrial o los derechos de autor respecto de los cuales se alega la infracción;  iii) el o los países en que el demandante alega haber registrado los derechos de P.I. de que se trate;  iv) el número de registro del derecho de P.I., en su caso;  v) los productos o procedimientos objeto de la patente concedida, los productos y/o servicios respecto de los cuales se ha concedido el registro de la marca, y las características visuales y/o productos respecto de los que el demandante hace valer los derechos sobre el diseño registrado;  vi) información que permita a la empresa ubicar el material en su sitio web que el demandante considera que infringe sus derechos de P.I., es decir, direcciones de Internet que remitan directamente al contenido que presuntamente infringe sus derechos;  vii) una declaración en el sentido de que el demandante cree, de buena fe, que el uso descrito de los derechos de P.I. no cuenta con la autorización del titular del derecho de P.I. en cuestión, ni de su agente, ni está previsto en la Ley;  viii) una declaración de que la información proporcionada en la notificación del demandante es exacta, y que ha sido facilitada bajo pena de falso testimonio, que el demandante es el titular o que está autorizado para actuar en nombre del titular del derecho de P.I. en cuestión;  y ix) la firma electrónica o física del demandante.

11. Cuando se trate de una demanda por la presunta infracción de derechos de P.I. tradicionales presentada mediante un mecanismo voluntario a nivel de uno o varios sectores de actividad, deben cumplirse determinados requisitos para poder obtener reparación.  Así, por ejemplo, en las ‘prácticas óptimas’ de la INTA se prevé que el propietario de una marca registrada proporcione los siguiente elementos para poder obtener reparación:  una descripción detallada de las transacciones presuntamente ilícitas;  información que permita identificar el sitio web en donde se cometieron las presuntas transacciones;  pruebas de que el presunto artículo falsificado fue adquirido mediante la plataforma del proveedor de servicios;  pruebas de la propiedad de una marca registrada en una o más de las jurisdicciones competentes;  una declaración en el sentido de que la venta de las mercancías falsificadas en cuestión causará perjuicio al propietario de la marca;  y una reseña de las medidas que el propietario de la marca adoptó, de buena fe, con el objeto de resolver el problema directamente con el vendedor de las mercancías presuntamente falsificadas (o una explicación de los motivos por los cuales no se adoptaron tales medidas).
vi.
Medidas correctivas
12. En general, las medidas correctivas disponibles difieren en función de si el mecanismo voluntario se aplica a nivel de empresa o a nivel de uno o varios sectores de actividad.  Así, las medidas correctivas previstas en los mecanismos aplicables a nivel de empresa consisten principalmente en: i) la eliminación de los contenidos respecto de los cuales se haya constatado que infringen derechos, ii) la inhabilitación del dominio, y iii) la suspensión de la cuenta.  Sin embargo, las medidas correctivas disponibles en el marco de los mecanismos aplicables en los demás niveles no son tan fáciles de clasificar.

13. En efecto, cada uno de los mecanismos voluntarios aplicables a sectores de actividad ofrece una solución diferente al constatarse la comisión de una infracción.  En el Memorando de entendimiento de la UE se prevén procedimientos de notificación y retirada de contenidos ilícitos.  En la Resolución de la LIDC también se establecen tales procedimientos, así como la posibilidad de solicitar medidas judiciales (por ejemplo, medidas cautelares y requerimientos de revelación de información) en contra de un intermediario de Internet, sin que sea necesario contar con una resolución en la que se dictamine su culpabilidad.  En el Memorando de entendimiento de los Estados Unidos se adopta un sistema de respuesta gradual, en cuyo marco los proveedores de servicios de Internet deben aplicar sanciones contra los usuarios, incluida la reducción temporal de la velocidad de transmisión de carga y/o descarga, así como la restricción temporal del acceso a Internet.  En las prácticas óptimas de la INTA se proponen medidas correctivas de diversa índole, en función de la plataforma de que se trate.  Así, para los sitios de búsqueda, entre las medidas correctivas están las destinadas a bloquear determinados términos sospechosos o someter dichos términos a un examen más exhaustivo, puesto que pueden constituir indicios de actividades de falsificación;  en cuanto a los sitios de venta en línea, las medidas correctivas comprenden la pérdida permanente de acceso a los servicios de tales sitios, así como la comunicación de los hechos a los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley;  y respecto de los proveedores de servicios de pago, la medida correctiva propuesta consiste en la interrupción del servicio de pago.

vii.
Procedimientos para la adopción de decisiones
14. Respecto de los mecanismos existentes a nivel de las empresas que han sido objeto de análisis, hay muy poca información, por no decir ninguna, a disposición del público, sobre a quién incumbe adoptar decisiones respecto de una reclamación relativa a una presunta infracción de derechos, y de qué forma se determina que ha habido infracción.  Así, por ejemplo, no existe información disponible para el público sobre la política de Google de productos falsificados para Adwords en lo que atañe a quién se encarga de rechazar o inhabilitar anuncios y/o cancelar la relación con los anunciantes, ni la manera en que se adopta una decisión al respecto.  En el sitio web solamente se indica que Google investigará todas las reclamaciones que sean razonables.

15. El procedimiento para la adopción de decisiones se describe de forma más minuciosa en los mecanismos voluntarios que se aplican a sectores de actividad.  Así, por ejemplo, en el Memorando de entendimiento de los Estados Unidos figuran instrucciones detalladas acerca del programa de alerta sobre derechos de autor para cada proveedor de servicios de Internet que participa en el sector de que se trate, a saber:  i) sensibilización;  ii) reconocimiento;  iii) medidas paliativas;  y iv) medidas posteriores a las medidas paliativas.  Se dispone además que cada proveedor de servicios de Internet deberá:  i) someter a examen de un ‘experto independiente’ (‘uno o varios expertos técnicos, imparciales e independientes’) la forma que adoptarán sus alertas sobre derechos de autor, como parte del examen que el experto independiente debe llevar a cabo acerca del método adoptado por cada proveedor participante, y ii) tener en cuenta de buena fe todas las sugerencias formuladas por el experto independiente respecto de la aplicación del método adoptado y sus posibles mejoras.

viii.
Apelaciones

16. Varios de los mecanismos voluntarios aplicables a nivel de las empresas ofrecen algún tipo de procedimiento de apelación contra la determinación de que se han infringido los derechos de P.I.  Las plataformas de redes sociales (Twitter, Facebook) permiten que los titulares de cuentas puedan apelar solamente las decisiones de que se han cometido infracciones de derechos de autor, y no así las decisiones en que se constatan infracciones relativas a los derechos de marca (trátase de marcas registradas o no registradas), violación del derecho a la privacidad o usurpación de identidad.  Análogamente, en la plataforma de juegos Second Life se permite que los presuntos infractores puedan presentar una notificación contra la determinación de que se han infringido los derechos de autor (siendo éste el único derecho de P.I. cuya infracción puede ser objeto de una decisión en el ámbito de esa plataforma).  El mecanismo voluntario de la plataforma de venta en línea eBay ofrece a los titulares de cuenta la posibilidad de apelar toda decisión relativa a la comisión de infracciones de los derechos de marca (trátese de marcas registradas o no registradas), derechos de autor, patentes y diseños industriales.

17. Del mismo modo, en varios mecanismos a nivel de sectores de actividad también se prevén vías de recurso.  En el Memorando de entendimiento de los Estados Unidos se prevé la posibilidad de que un abonado solicite una revisión independiente de las medidas paliativas adoptadas en el marco del programa de alerta sobre derechos de autor, y de alertas previas sobre derechos de autor, mientras que en la Resolución de la LIDC se establece que los usuarios podrán apelar toda medida que disponga la remoción de contenidos que presuntamente infringen derechos.

18. En lo que atañe a los mecanismos que contemplan un procedimiento de apelación, varía considerablemente el grado de divulgación de información sobre su funcionamiento.  El Memorando de entendimiento de los Estados Unidos es el mecanismo que mayor grado de información divulga al respecto:  no sólo se detallan las razones por las cuales se puede presentar una apelación y la norma aplicada, sino que también se establece que la apelación sea examinada por un árbitro independiente que debe proporcionar ‘una breve descripción de las razones’ que sustentan la denegación de una apelación.  En comparación, los procesos previstos en los mecanismos a nivel de las empresas son muy diferentes:  la apelación se resuelve a nivel interno, no se especifican las razones en las que puede fundamentarse, y no es necesario exponer los motivos por los que se haya adoptado la decisión.

ix.
Transparencia
19. Rara vez se publican los resultados de los mecanismos voluntarios de solución extrajudicial de controversias.  En ninguno de tales mecanismos se prevé obligación alguna de transparencia en relación con su funcionamiento.  Sin embargo, dos de las empresas en cuyo ámbito se establece un mecanismo voluntario hacen pública la información general relativa a la utilización de tales mecanismos.  Así, Google da a conocer la cantidad y la identidad de los titulares de derechos de autor (y de sus organizaciones) que han solicitado la eliminación de resultados de búsqueda que enlazan con material que presuntamente infringe derechos de autor, así como la identidad de los dominios respecto de los cuales se han presentado tales peticiones.  Por otra parte, Twitter informa de la cantidad de notificaciones que recibe en las que se solicita la retirada de contenidos ilícitos que infringen derechos de autor, qué porcentaje de tales notificaciones conlleva la eliminación del material en cuestión, y la cantidad de usuarios y de cuentas que se ven afectadas por tales notificaciones.

x.
Objetivos
20. En términos generales, parecen ser tres los objetivos que explican la utilización de los mecanismos voluntarios de solución extrajudicial de controversias objeto de análisis en el presente documento, a saber:  la preservación de la integridad comercial, la sensibilización de los usuarios, y la necesidad de evitar la aplicación de sanciones en caso de violación de derechos de P.I.

21. La preservación de la integridad comercial es uno de los principales objetivos de los mecanismos a nivel de las empresas, en especial, los de las empresas que realizan actividades de venta por Internet.  En general, la existencia de mecanismos eficaces para ocuparse de las violaciones de los derechos de P.I., como el ofrecimiento de mercancías falsificadas, redunda tanto en beneficio de los clientes de la plataforma, y por tanto, de esta última, como de los titulares de los derechos de P.I.

22. La sensibilización de los usuarios acerca de lo que constituye una conducta aceptable o no en relación con los derechos de P.I. parece ser un objetivo adicional de los mecanismos voluntarios de solución extrajudicial de controversias, por lo menos de los mecanismos a nivel de sectores de actividad.  Así, por ejemplo, en el Memorando de entendimiento de los Estados Unidos se establece que uno de sus objetivos consiste en sensibilizar a los consumidores, impedir la comisión de infracciones por Internet y encauzar a los consumidores hacia la utilización de fuentes legítimas de contenidos en línea.

23. Evitar la aplicación de sanciones en caso de violación de los derechos de P.I. constituye sin duda alguna el objetivo principal de todo mecanismo voluntario de solución extrajudicial de controversias.  En todos los mecanismos se prevén procedimientos de “notificación y retirada” como parte de las medidas correctivas.  Estos procedimientos han sido concebidos para cumplir con los requisitos establecidos en varias legislaciones nacionales, tales como la DMCA de los Estados Unidos y las legislaciones nacionales adoptadas conforme a la Directiva de la UE sobre el comercio electrónico, que limitan las sanciones aplicables a los proveedores de servicios de Internet que almacenan material que infringe derechos de P.I. (es decir, que eximen de responsabilidad respecto de la comisión de tales actos) si el proveedor actúa con prontitud a fin de inhabilitar el acceso a (“retirar”) dicho material  que infringe los derechos de que se trate tan pronto como tenga conocimiento efectivo (reciba “notificación”) de la existencia del material en cuestión.  El objetivo de incluir un procedimiento de notificación y retirada de contenidos ilícitos en el marco de un mecanismo a nivel de las empresas es claro:  garantizar que la empresa pueda ser exonerada de responsabilidad.  A su vez, la inclusión de un procedimiento de notificación y retirada de contenidos ilícitos en el mecanismo establecido en la LIDC para ese sector de actividad tiene otro objetivo adicional:  la armonización de los procedimientos de notificación y retirada entre las empresas del sector en cuestión.
C.
OBSERVACIONES Y POSIBLES INICIATIVAS
24. Cabe resumir de la manera siguiente las conclusiones extraídas del examen de los mecanismos voluntarios destinados a contrarrestar la falsificación, la piratería y otras infracciones de los derechos de P.I.  Los mecanismos voluntarios se utilizan de forma generalizada y han sido adoptados por empresas importantes de toda una serie de plataformas y sectores de actividad.  Los mecanismos abarcan todas las violaciones de derechos de P.I. tradicionales, incluida la falsificación y la piratería, que se tratan de la misma manera, salvo pequeñas diferencias.  Los requisitos generales para obtener medidas correctivas son en general los mismos en todos los mecanismos, aunque varía el nivel de las pruebas exigidas para establecer dichos requisitos, que van desde las alegaciones no comprobadas a las pruebas documentadas.  La medida básica proporcionada por los mecanismos consiste en alguna forma de “retirada”, por ejemplo, la supresión del material infractor o el bloqueo del acceso a dicho material.  Los mecanismos utilizados a nivel de las empresas se valen de un procedimiento interno que proporciona escasa o nula transparencia respecto del funcionamiento o los resultados.  Normalmente no se contemplan procedimientos de apelación.  Si bien los mecanismos contribuyen a mantener la integridad comercial de las plataformas y a sensibilizar a los usuarios acerca de los derechos de P.I., tienen como objetivo predominante permitir a los proveedores de servicios de Internet aprovechar las cláusulas de exención de responsabilidad previstas en la legislación para eludir las sanciones impuestas por la violación de los derechos de P.I.
25. Tres actores toman parte en la aplicación de los mecanismos voluntarios:  i) el proveedor de servicios de Internet al que se aplica el mecanismo voluntario (proveedor de servicios);  ii) el titular de los derechos de P.I. cuyos derechos son objeto de la presunta violación (titular de los derechos);  y iii) el usuario de los servicios que es el presunto infractor de los derechos de P.I. (presunto infractor).  Es posible determinar las posibles cuestiones problemáticas en función de la posición que ocupa actualmente cada actor.

26. Los proveedores de servicios estarán preocupados por la eficacia y la eficiencia del mecanismo, especialmente, por saber si el mecanismo satisface los requisitos relativos a las salvaguardias y resulta relativamente sencillo de administrar.  Como los mecanismos aplicables a nivel de las empresas están concebidos por los proveedores de servicios a los que se aplican, cabe suponer que satisfacen esas necesidades.  Según parece, se puede deducir lo mismo respecto de los mecanismos aplicables a nivel de los sectores de actividad, puesto que al parecer han sido concebidos con importantes aportaciones de las empresas de los sectores pertinentes.
27. Los titulares de derechos estarán preocupados asimismo por la eficacia y la eficiencia del mecanismo, especialmente, por saber si el mecanismo proporciona las medidas correctivas deseadas y resulta relativamente sencillo de utilizar.  La medida correctiva básica consistente en la “retirada” será probablemente lo mínimo a lo que aspire el titular de los derechos.  En determinadas situaciones, se deseará aplicar medidas correctivas de más peso, como la prohibición de los reincidentes a acceder a los servicios y la divulgación de información a los organismos encargados del cumplimiento de la ley, medidas que quizá no se contemplen.  No está claro si las cargas impuestas por los mecanismos son razonables y aceptables para los titulares de los derechos.
28. Al parecer, las mayores preocupaciones que suscita la posición actual tienen que ver con los presuntos infractores.  Concretamente, es posible que a estos se les planteen de manera razonable las siguientes cuestiones problemáticas acerca de la equidad procedimental de los mecanismos voluntarios.  No está claro que los mecanismos:  i) apliquen la presunción de inocencia al presunto infractor;  ii) proporcionen un procedimiento neutral (es decir, la resolución de la controversia por alguien que no tenga intereses creados respecto de su resultado);  iii) apliquen normas jurídicas claras, apropiadas y razonables para resolver las controversias;  iv) apliquen medidas correctivas en proporción con la infracción;  v) proporcionen un mecanismo adecuado de revisión (es decir, apelación) de una resolución errónea;  y vi) proporcionen transparencia respecto de la aplicación y resultados del mecanismo.
29. No debe pensarse que las preocupaciones que suscita la equidad de los procedimientos tienen importancia únicamente para los presuntos infractores (quienes, en cualquier caso, despiertan pocas simpatías).  Antes bien, dichas cuestiones tienen importancia para todos los sectores interesados, ya que tienen que ver con la integridad del sistema de observancia de los derechos de P.I.  Si un mecanismo de solución extrajudicial de controversias se considera injusto, recibirá un apoyo limitado del público en general.
30. Hay lugar para las iniciativas que tengan en cuenta las preocupaciones que suscitan la eficacia y la eficiencia de los mecanismos de solución extrajudicial de controversias en el caso del titular de los derechos, y la equidad de esos mecanismos para los presuntos infractores.  Esas iniciativas podrían abordar el contenido y la aplicación de los mecanismos.
31. Las iniciativas que se ocupen del contenido de los mecanismos voluntarios podrían adoptar varias formas.  Una de ellas sería elaborar un documento de “directrices”, en el que se establecieran las características de un mecanismo voluntario en forma de “prácticas óptimas”.  Dicho documento tendría carácter relativamente general, similar al de las prácticas óptimas de la INTA, pero se ocuparía de la piratería y las falsificaciones, reflejando una gama más amplia de intereses (entre ellos, concretamente, los intereses de los presuntos infractores).  Otra forma más detallada sería elaborar un “modelo de política”, es decir, un documento en el que se establecieran las disposiciones esenciales (procedimentales y sustantivas‑jurídicas) de un modelo de mecanismo, en un lenguaje que tuviera el mismo nivel de especificidad que el que suele encontrarse en las políticas vigentes.  Una tercera forma sería elaborar un documento de “derecho indicativo”, es decir, un documento no vinculante en el que se expresaran principios similares a los de un tratado, ejemplo del cual es la Recomendación Conjunta de la OMPI sobre la Protección de las Marcas en Internet de 2001.  Un documento de derecho indicativo sobre mecanismos voluntarios de solución extrajudicial de controversias podría contener:  i) un modelo de disposiciones de salvaguardia que hayan de aplicarse a nivel nacional;  y ii) un modelo de disposiciones procedimentales sustantivas y jurídicas que hayan de aplicarse en los mecanismos voluntarios utilizados a nivel de las empresas o de los sectores de actividad.
32. Las iniciativas que se ocupen de la aplicación de un mecanismo voluntario de solución extrajudicial de controversias podrían adoptar la forma de prestación independiente de servicios, es decir, el dictamen de la sentencia por una entidad neutral con arreglo al mecanismo existente.  La sentencia podría corresponder a la determinación inicial de la controversia, la determinación de un recurso, o a ambas.  Existen numerosos precedentes de la prestación independiente de servicios de solución de controversias relacionadas con los derechos de P.I., entre los que figuran los de la OMPI.  El Centro de Arbitraje y Mediación de la OMPI ya proporciona una gama de servicios de solución extrajudicial de controversias, el más conocido de los cuales es el de solución de controversias en materia de nombres de dominio en virtud de la Política Uniforme de Solución de Controversias en materia de Nombres de Dominio de la ICANN.
33. Para concluir, cabe observar que los mecanismos voluntarios de solución extrajudicial de controversias tienen una función muy importante que desempeñar en la observancia de los derechos de P.I.  Ya han sido ampliamente adoptados, pero al evolucionar de manera natural, ponen de manifiesto distintas variantes e imperfecciones.  Existe un margen de acción para mejorar la eficacia, la eficiencia y la equidad de esos mecanismos y, por tanto, fomentar la integridad global del sistema de observancia de los derechos de P.I.
[Fin del documento]
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